
Bogotá, julio de 2022

SEÑOR JUEZ ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ

E. S. D.

Rocio del Pilar Peña Huertas, Coordinadora académica del Observatorio de Tierras,
Milton Alberto Valencia Herrera, investigador del Observatorio de Tierras, Laura
Paola Navia Rey y Adelaida Carvajal Cardozo, miembros de la Clínica Jurídica de
Propiedad Agraria, Restitución de Tierras y Víctimas de la Universidad del Rosario,
mayores de edad, identificados como aparece al pie de nuestras firmas, en
condición de ciudadanos colombianos, en ejercicio de la acción pública de nulidad
consagrada en el artículo 137 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo
Contencioso Administrativo, de la manera más respetuosa concurrimos ante esta
corporación para demandar la nulidad de un aparte de la Resolución No. 0073 de
fecha 15 de enero de 2020 proferida por la Unidad Administrativa Especial de
Catastro Distrital, en cuanto a la siguiente expresión:

Artículo 2. SUJETOS. Todo propietario o poseedor de un inmueble
o de construcción en predio ajeno (persona natural o jurídica) podrá
acudir ante la UAECD directamente o a través de apoderado o
concediendo una autorización, para solicitar la modificación,
rectificación o certificación de la información catastral del
predio, así como los demás trámites y servicios contemplados en
la presente resolución a excepción de los citados en el parágrafo 3
y 4 del presente artículo.

Igualmente, están legitimados para adelantar los trámites y
servicios aca establecidos, el heredero de acuerdo con el orden
sucesoral o el cónyuge o compañero(a) permanente supérstite, el
fiduciario, el locatario en el leasing habitacional, la autoridad judicial
y la administrativa y los auxiliares de la justicia para el ejercicio de
sus funciones, en este último caso previa presentación de
autorización judicial que indique su vinculación al inmueble de
interés y la información requerida para el proceso.

1. PRESUPUESTOS PROCESALES

1.1 OPORTUNIDAD

Por impetrarse en el presente caso una demanda de nulidad de conformidad
con el artículo 137 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo
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Contencioso Administrativo, podrá ejercitarse en cualquier tiempo a partir de
la publicación del acto impugnado.

1.2 COMPETENCIA

El Juez Administrativo de Bogotá es competente para conocer de esta acción
de nulidad contenida en el artículo 137 del Código de Procedimiento
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo según lo establecido en
numeral 1 del artículo 152 de la misma legislación que establece que:

“Los tribunales administrativos conocerán en primera instancia
de la nulidad de actos administrativos expedidos por
funcionarios u organismos del orden departamental, o por las
personas o entidades de derecho privado que cumplan
funciones administrativas en el mismo orden.

Igualmente, de los de nulidad contra los actos administrativos
proferidos por funcionarios u organismos del orden distrital y
municipal, relativos a impuestos, tasas, contribuciones y
sanciones relacionadas con estos asuntos”.

Ahora bien, es importante enunciar que el Consejo de Estado en la sentencia
2017-06031 de 2022 define un acto administrativo como “toda manifestación
de voluntad de una entidad pública, o de un particular en ejercicio de
funciones públicas, capaz de producir efectos jurídicos”. Teniendo en cuenta
lo anterior, es claro que la resolución objeto de estudio en el presente caso es
un acto administrativo, pues, la Unidad Administrativa Especial de Catastro
Distrital en ejercicio de la función administrativa, manifiesta su voluntad para
por medio de la Resolución No.0073 establecer los requisitos para los trámites
y servicios a cargo de la UAECD, generando así efectos jurídicos y en
consecuencia se puede afirmar que el Consejo de Estado es competente para
conocer de la presente demanda de nulidad.

1.3 PROCEDIMIENTO

Es el indicado en el TÍTULO III artículos 135 en adelante del Código de
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo .

1.4 LA PARTE DEMANDANTE

Es parte demandante en la presente acción los suscritos Rocio del Pilar Peña
Huertas, Coordinadora académica del Observatorio de Tierras, Milton Alberto
Valencia Herrera, investigador del Observatorio de Tierras, Laura Paola Navia
Rey y Adelaida Carvajal Cardozo, miembros de la Clínica Jurídica de
Propiedad Agraria, Restitución de Tierras y Víctimas de la Universidad del
Rosario, concurren en su condición de ciudadanos colombianos y en ejercicio

http://app.vlex.com.ez.urosario.edu.co/#vid/336265861
http://app.vlex.com.ez.urosario.edu.co/#vid/336265861/node/128
http://app.vlex.com.ez.urosario.edu.co/#vid/336265861
http://app.vlex.com.ez.urosario.edu.co/#vid/336265861
http://app.vlex.com.ez.urosario.edu.co/#vid/336265861/node/135
http://app.vlex.com.ez.urosario.edu.co/#vid/336265861
http://app.vlex.com.ez.urosario.edu.co/#vid/336265861


de la potestad otorgada por el artículo artículo 137 del Código de
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo que
prescribe: "Acción de Nulidad. Toda persona podrá solicitar por sí, o por
medio de representante, la nulidad de un aparte de la Resolución No. 0073
de fecha 15 de enero de 2020 proferida por la Unidad Administrativa
Especial de Catastro Distrital .

1.5 PARTE DEMANDADA

Se demanda a la Unidad Administrativa de Catastro Distrital, representado
Legal y Judicialmente por su Director, el señor Henry Rodriguez Sosa, o
quien haga sus veces.

2. NORMA DEMANDADA

La nulidad del artículo segundo (2) de la Resolución No.0073 de fecha 15 de
enero de 2020 proferida por la Unidad Administrativa Especial de Catastro
Distrital de Bogotá, mediante la cual se determinaron los sujetos que pueden
realizar trámites y servicios de la UAECD establecidos en la resolución, dentro de
los cuales se encuentra la solicitud de la modificación, ratificación o certificación de
la información catastral de un predio. La información anterior se incorpora en el acto
administrativo de la siguiente forma:

Artículo 2. SUJETOS. Todo propietario o poseedor de un inmueble o
de construcción en predio ajeno (persona natural o jurídica) podrá
acudir ante la UAECD directamente o a través de apoderado o
concediendo una autorización, para solicitar la modificación,
rectificación o certificación de la información catastral del predio,
así como los demás trámites y servicios contemplados en la presente
resolución a excepción de los citados en el parágrafo 3 y 4 del presente
artículo.

Igualmente, están legitimados para adelantar los trámites y servicios
aca establecidos, el heredero de acuerdo con el orden sucesoral o el
cónyuge o compañero(a) permanente supérstite, el fiduciario, el
locatario en el leasing habitacional, la autoridad judicial y la
administrativa y los auxiliares de la justicia para el ejercicio de sus
funciones, en este último caso previa presentación de autorización
judicial que indique su vinculación al inmueble de interés y la
información requerida para el proceso.

Subrayado fuera del texto original

3. FUNDAMENTOS FÁCTICOS
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3.1. La Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital el 15 de enero de
2020 emitió la Resolución 0073, en la que establece una serie de requisitos para
realizar diferentes trámites y servicios. La resolución dispone:

Que solo podrán solicitar la modificación, ratificación o certificación de la información
catastral de un predio, el propietario o poseedor a nombre propio o por medio de
apoderado judicial, de igual forma se encuentran legitimados los herederos, el
cónyuge o compañeros permanentes supérstite, el fiduciario, el locatario en el
leasing habitacional, además de la autoridad judicial y la administrativa y los
auxiliares de la justicia para el ejercicio de sus funciones, esto con previa
presentación de autorización judicial que indiquen su vinculación al inmueble de
interés.

3.2. En la actualidad, se han presentado dificultades con respecto a los trámites
impuestos por la resolución para acceder a los servicios prestados por la entidad,
principalmente con el que respecta a la solicitud del avalúo catastral.

3.3. Conforme a una interpretación que se realiza por parte de las entidades a nivel
nacional y territorial con respecto a las normas de Habeas Data, Ley 1266 de 2008,
las entidades únicamente están entregando estos documentos por solicitud de los
propietarios inscritos de los predios o por orden judicial.

3.4. La solicitud del avalúo catastral para procesos judiciales presenta dificultades
con la resolución anteriormente establecida, dado a que si un tercero necesita dicho
avalúo es necesario que un juez emita la orden. Y a su vez, siguiendo las órdenes
del artículo 173 del Código General del Proceso, los jueces niegan la petición al
considerar que son documentos públicos, y para ordenarla primero se debe
demostrar que la entidad ha negado la solicitud.

4. NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE VIOLACIÓN

La resolución demandada infringe las siguientes disposiciones constitucionales y
legales: Artículo 74 de la Constitución Política de Colombia, artículo 2 de la ley
1712 de 2014, el artículo 2.2.2.1.2 del decreto 148 de 2020 y el artículo 3 parcial de
la ley 1712 de 2014.

4.1 PRIMER CARGO (Artículo 74 de la Constitución Política de Colombia).
Estimamos vulnerado el artículo 74 de la Constitución Política de Colombia por
cuanto dicho precepto estipula que “Todas las personas tienen derecho a
acceder a los documentos públicos salvo los casos que establezca la ley. El
secreto profesional es inviolable”. Mientras que, la Resolución No. 0073 de
fecha 15 de enero de 2020 proferida por la Unidad Administrativa Especial de
Catastro Distrital establece que solo podrán solicitar la modificación,
ratificación o certificación de la información catastral de un predio, el
propietario o poseedor a nombre propio o por medio de apoderado judicial, los
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herederos, el cónyuge o compañero (a) permanente supérstite, el fiduciario, el
locatario en el leasing habitacional, además de la autoridad judicial y la
administrativa y los auxiliares de la justicia para el ejercicio de sus funciones,
esto con previa presentación de autorización judicial que indiquen su
vinculación al inmueble de interés.

Por lo anterior, es visible que dicha resolución vulnera el artículo 74, pues está
restringe el acceso a la información catastral de un predio, sobre todo lo que
respecta al certificado del mismo para todas las personas interesadas, excepto
para los sujetos mencionados en el artículo segundo de la resolución objeto de
estudio en la presente nulidad, aun cuando son documentos que no se
encuentran dentro de las excepciones legales del acceso a la información.
Igualmente, cabe aclarar que la presente demanda, no busca que cualquier
persona pueda modificar o ratificar información catastral, sino que pueda tener
acceso a los certificados catastrales sin ser una de las personas calificadas en
el artículo demandado, es decir, sin autorización previa o sin orden judicial,
pues esta no es información confidencial ni privada según las leyes de Habeas
Data como se va a demostrar más adelante.

Ahora bien, el certificado catastral se define como aquel documento donde se
registra la información física, jurídica y económica de un inmueble de acuerdo
con la información almacenada en la base de datos del IGAC1. La anterior
definición se debe tener en cuenta para afirmar que la certificación catastral no
contiene datos sensibles y por lo tanto el acceso no debería estar regido por el
tratamiento que dichos datos deben tener, pues estos son definidos en el
artículo 5 de la ley 1581 de 2012 como:

“aquellos que afectan la intimidad del Titular o cuyo uso
indebido puede generar su discriminación, tales como
aquellos que revelen el origen racial o étnico, la orientación
política, las convicciones religiosas o filosóficas, la
pertenencia a sindicatos, organizaciones sociales, de
derechos humanos o que promueva intereses de cualquier
partido político o que garanticen los derechos y garantías de
partidos políticos de oposición así como los datos relativos a
la salud, a la vida sexual y los datos biométricos”.

Como se mencionó con anterioridad, cuando los datos son sensibles tienen un
tratamiento especial, contenido en el artículo 6 de la ley 1581 de 2012, este
establece que se prohíbe el tratamiento de los mismos excepto cuando:

1 Instituto Geográfico Agustín Codazzi. Recuperado de:
https://www.igac.gov.co/es/contenido/que-es-el-certificado-catastral
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a) El Titular haya dado su autorización explícita a dicho Tratamiento,
salvo en los casos que por ley no sea requerido el otorgamiento de
dicha autorización;

b) El Tratamiento sea necesario para salvaguardar el interés vital del
Titular y este se encuentre física o jurídicamente incapacitado. En
estos eventos, los representantes legales deberán otorgar su
autorización;

c) El Tratamiento sea efectuado en el curso de las actividades legítimas y
con las debidas garantías por parte de una fundación, ONG,
asociación o cualquier otro organismo sin ánimo de lucro, cuya
finalidad sea política, filosófica, religiosa o sindical, siempre que se
refieran exclusivamente a sus miembros o a las personas que
mantengan contactos regulares por razón de su finalidad. En estos
eventos, los datos no se podrán suministrar a terceros sin la
autorización del Titular;

d) El Tratamiento se refiera a datos que sean necesarios para el
reconocimiento, ejercicio o defensa de un derecho en un proceso
judicial;

e) El Tratamiento tenga una finalidad histórica, estadística o científica. En
este evento deberán adoptarse las medidas conducentes a la
supresión de identidad de los Titulares.

Teniendo en cuenta todo lo anterior las certificaciones catastrales están
siendo tratadas como si contuviesen datos sensibles cuando no los
contienen. De hecho, estos certificados están conformados por datos de
conocimiento público que no son sensibles tales como el nombre, la cédula
del propietario y el valor del inmueble del bien, los cuales también los
contiene el certificado de libertad y tradición, solo que este muestra el valor
de la última venta. El certificado de tradición y libertad sí lo puede descargar
cualquier persona, ya que los datos allí contenidos pueden interesar a
personas distintas de las legitimadas en el artículo que se demanda. En
consecuencia, la resolución 073 de 2020 no puede restringir el acceso a
dicha información porque no es información sensible y además no hay
ninguna ley que estipule instrucciones contrarias a las contenidas en el
artículo 74 de la Constitución Política de Colombia, generando así que todas
las personas tengan derecho a acceder a los certificados catastrales.

4.2 SEGUNDO CARGO (Artículo 2 de la ley 1712 de 2014). Estimamos
vulnerado el artículo 2 de la ley 1712 de 2014 en tanto que dicha normativa
establece que “Toda información en posesión, bajo control o custodia de un
sujeto obligado es pública y no podrá ser reservada o limitada sino por
disposición constitucional o legal, de conformidad con la presente ley”. Ahora
bien, se vulnera lo anterior en tanto que la información catastral de un predio
es pública aunque esté bajo custodia de la Unidad Administrativa Especial de



Catastro Distrital, pues el acceso a esta información no se encuentra limitada
por ninguna disposición legal ni por la Constitución Política y por ende existe
la posibilidad de que los particulares, cualquiera sea su posición frente al
bien, soliciten y tengan acceso a la información del mismo. De hecho, la
jurisprudencia de la Corte Constitucional ha señalado en la Sentencia T-466
de 2010 que el acceso a documentos públicos sólo puede ser limitado por el
legislador, cuando se considere que existen razones de orden público,
seguridad nacional o protección de otros derechos fundamentales que hagan
indispensable su reserva. Adicionalmente, la Corte en la Sentencia T-487 de
2017 también señala que:

“La información pública, calificada como tal según los mandatos de la ley o de
la Constitución, puede ser obtenida y ofrecida sin reserva alguna y sin
importar si la misma sea información general, privada o personal. Por vía de
ejemplo, pueden contarse los actos normativos de carácter general, los
documentos públicos en los términos del artículo 74 de la Constitución, y las
providencias judiciales debidamente ejecutoriadas”

Por lo anterior, se puede determinar que estos documentos son información
pública, y por lo tanto, no es susceptible de reserva por parte de la Unidad
Administrativa Especial de Catastro Distrital.

4.3 TERCER CARGO (artículo 2.2.2.1.2. del decreto 148 de 2020).
Estimamos parcialmente vulnerado el artículo 2.2.2.1.2. del decreto 148 de
2020, en tanto establece que la gestión catastral se rige por varios principios
dentro de los cuales se encuentra: “Publicidad y uso de la información: La
información catastral en sus componentes físico, jurídico y económico es
pública y está a disposición de los usuarios. Los Gestores Catastrales
promoverán la difusión, acceso y uso de información catastral”.

Adicionalmente, este decreto en su artículo 2.2.2.2.1. hace referencia a la
información catastral de la siguiente manera: “Corresponde a las
características físicas, jurídicas y económicas de los bienes inmuebles. Dicha
información constituirá la base catastral y deberá ser reportada por los
gestores catastrales en el Sistema Nacional de Información Catastral - SINIC
o en la herramienta tecnológica que haga sus veces, de acuerdo con los
estándares y especificaciones técnicas definidas por la autoridad reguladora”

Se vulnera lo anterior, debido a que los certificados catastrales hacen parte
de la información catastral que debe ser pública y estar a disposición de los
usuarios tanto en los componentes físicos y jurídicos, como económicos.

4.4 CUARTO CARGO (artículo 3 parcial de la ley 1712 de 2014) De igual
forma, estimamos vulnerado parcialmente el artículo 3 de la ley 1712 de 2014
teniendo en cuenta que este establece los principios de la transparencia y



acceso a la información dentro de los cuales se encuentra el principio de
transparencia, el principio de facilitación, el principio de celeridad, el principio
de eficacia y el principio de divulgación proactiva de la información.

El principio de transparencia es aquel “conforme al cual toda la información
en poder de los sujetos obligados definidos en esta ley se presume pública,
en consecuencia de lo cual dichos sujetos están en el deber de proporcionar
y facilitar el acceso a la misma en los términos más amplios posibles”2. Este
principio está siendo vulnerado en tanto que dentro de los sujetos obligados
estipulados en el artículo 5 de la ley 1712 de 2014 se encuentran todas las
entidades públicas, caracter con el que cuenta la Unidad Administrativa
Especial de Catastro Distrital y en consecuencia la información de catastro
contenida en su base de datos se presume pública y debe ser proporcionada
de forma ágil y sencilla cuando sea solicitada.

En segundo lugar, el artículo demandado va en contra del principio de
facilitación, pues dicho principio establece que “ los sujetos obligados
deberán facilitar el ejercicio del derecho de acceso a la información pública,
excluyendo exigencias o requisitos que puedan obstruir o impedirlo”. Como
ya se estableció con anterioridad, la información contenida en el certificado
catastral es de carácter público y cuando la UAECD impone ciertas
exigencias o requisitos por medio de la resolución 073 de 2020 para acceder
a él, como lo son ser determinada persona y tener autorización u orden
judicial, está obstruyendo el acceso al mismo e impidiendo la facilidad de
acceso al documento requerido.

Ahora bien, con el principio de celeridad “se busca la agilidad en el trámite y
la gestión administrativa. Comporta la indispensable agilidad en el
cumplimiento de las tareas a cargo de entidades y servidores públicos”. Este
principio se estima vulnerado en tanto que el imponer ciertos requisitos o
exigencias para que cualquier persona pueda acceder al certificado catastral
dilata cualquier proceso en el que se necesite dicho certificado.

El artículo define el principio de eficacia como “El principio impone el logro de
resultados mínimos en relación con las responsabilidades confiadas a los
organis mos estatales, con miras a la efectividad de los derechos colectivos e
individuales”. Se evidencia la vulneración de este principio, en la necesidad
de esperar a que un juez oficie a la información, cuando ésta debería
obtenerse ante la entidad mediante un derecho de petición. Esto, haciendo
que se exija un mayor impulso tanto por el particular para el acceso a la
información, como de la administración al poner cargas adicionales al órgano
judicial.

2 Artículo 3 de la Ley 1712 de 104.



PRETENSIONES

Con base en los anteriores cargos presentados, solicito a esta Honorable
Corporación que:

Se declare la nulidad parcial del artículo 2° de la Resolución No. 0073 de
fecha 15 de enero de 2020 proferida por la Unidad Administrativa Especial
de Catastro Distrital en lo relacionado con la certificación como lo muestra el
aparte subrayado.

Artículo 2. SUJETOS. Todo propietario o poseedor de un inmueble o
de construcción en predio ajeno (persona natural o jurídica) podrá
acudir ante la UAECD directamente o a través de apoderado o
concediendo una autorización, para solicitar la modificación,
rectificación o certificación de la información catastral del predio, así
como los demás trámites y servicios contemplados en la presente
resolución a excepción de los citados en el parágrafo 3 y 4 del presente
artículo.

PRUEBAS

Solicito a esa Honorable Corporación decretar y tener como pruebas las siguientes:

ANEXOS

1. Acuerdo 257 de 2006 por medio del cual se crea la Unidad Administrativa de
Catastro Distrital (UAECD).

2. Certificado tarjeta profesional 323240 vigente de Milton Alberto Valencia
Herrera.

NOTIFICACIÓN

Como accionantes podemos recibir cualquier notificación en el Correo electrónico:
observatoriodetierras@gmail.com y observatoriotierras@urosario.edu.co.

Así mismo, las partes accionadas pueden ser notificadas en las siguientes
direcciones:

Unidad Administrativa de Catastro Distrital (UAECD) en la dirección Av. Carrera 30
#25-90, Torre B Piso 2 Bogotá D.C. Correo electrónico:
notificaciones@catastrobogota.gov.co
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Rocío Del Pilar Peña Huertas
C.C 51.708.187
Coordinadora Académica del
Observatorio de Tierras
Profesora Universidad del Rosario

Milton Alberto Valencia Herrera
C.C. No. 1.020.747.287
TP. 323240.
Investigador Observatorio de Tierras

Laura Paola Navia Rey
C.C.: 1.000.017.439
Miembro de la Clínica jurídica de
Propiedad Agraria, Restitución de
Tierras y Víctimas

Adelaida Carvajal Cardozo
C.C.: 1.003.864.161
Miembro de la Clínica jurídica de
Propiedad Agraria, Restitución de
Tierras y Víctimas



Consejo Superior de la Judicatura
Unidad de Registro Nacional de Abogados y Auxiliares de la Justicia

LA DIRECTORA DE LA UNIDAD DE REGISTRO NACIONAL DE ABOGADOS Y

AUXILIARES DE LA JUSTICIA DEL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA

C E R T I F I C A

Certificado de Vigencia N.: 358198

Que de conformidad con el Decreto 196 de 1971 y el numeral 20 del artículo 85 de la Ley 270 de
1996, Estatutaria de la Administración de Justicia, le corresponde al Consejo Superior de la
Judicatura regular, organizar y llevar el Registro Nacional de Abogados y expedir la correspondiente
Tarjeta Profesional de Abogado, duplicados y cambios de formatos, previa verificación de los
requisitos señalados por la Ley. También le corresponde llevar el registro de sanciones disciplinarias
impuestas en el ejercicio de la profesión de abogado, así como de las penas accesorias y demás
novedades.

Una vez revisados los registros que contienen la base de datos de esta Unidad se constató que el (la)
señor (a) MILTON ALBERTO VALENCIA HERRERA, identificado(a) con la cédula de ciudadanía No.
1020747287., registra la siguiente información.

VIGENCIA

CALIDAD NÚMERO TARJETA FECHA EXPEDICIÓN ESTADO

Abogado 323240 14/02/2019 Vigente

En relación con su domici l io profesional, actualmente aparecen registradas las siguientes
direcciones y números telefónicos:

DIRECCIÓN DEPARTAMENTO CIUDAD TELEFONO

Oficina CALLE 11 # 28695 CASANARE YOPAL
3017699980 
3017699980

Residencia
CALLE 169B # 7573, CASA

169
BOGOTA D.C. BOGOTA

3017699980 
3017699980

Correo VALENCIA@VTRABOGADOS.COM

Se expide la presente certificación, a los 7 días del mes de julio de 2022.

MARTHA ESPERANZA CUEVAS MELÉNDEZ
Directora

Notas 1 Si el número de cédula, los nombres y/o apellidos presentan error, favor dirigirse a la Unidad de Registro Nacional de Abogados y
Auxiliares de la Justicia. 
2 El documento se puede verificar en la página de la Rama Judicial www.ramajudicial.gov.co a través del número de certificado y fecha
expedición. 
3 Esta certificación informa el estado de vigencia de la Tarjeta Profesional, Licencia Temporal, Juez de Paz y de Reconsideración

Carrera 8 No.12B 82 Piso 4. PBX 3817200 Ext. 7519 – Fax 2842127
www.ramajudicial.gov.co


































































